AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 1303/2014

AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 1303/2014


AMPARO dIRECTO EN REVISIÓN 1303/2014
QUEJOSo: L. R. C. V.
PONENTE: MINISTRO JOSÉ RAMÓN COSSío DÍAZ

SECRETARIO: julio veredín sena velázquez
S U M A R I O
L. R. C. V. fue declarado penalmente responsable en la causa penal **********, instruida por el Juez Décimo Segundo de Distrito en el Estado de Baja California, por la comisión del delito contra la salud, en la modalidad de posesión de heroína. Por lo anterior, se le impuso la pena de diez meses de prisión y un día multa. Inconforme con la anterior resolución, el sentenciado interpuso recurso de apelación, que fue resuelto por el Primer Tribunal Unitario del Décimo Quinto Circuito, en el toca penal **********, en el sentido de confirmar la sentencia recurrida. En contra de esta decisión, el sentenciado promovió un juicio de amparo directo, al que le correspondió el número de expediente 1281/2013, del que conoció el Quinto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito. La sentencia del órgano constitucional se dictó en el sentido de negar la protección constitucional solicitada. El presente asunto versa sobre el recurso de revisión interpuesto en contra de la última determinación narrada.
C U E S T I O N A R I O

¿Le surte razón al recurrente al señalar que el Tribunal Colegiado omitió pronunciarse sobre el tema planteado en su demanda de amparo, relativo a la inconvencionalidad del artículo 477, en relación con el 479 de la Ley General de Salud? ¿Los artículos 477, 478 y 479 de la Ley General de Salud son acordes con lo dispuesto por el artículo 3.4, inciso c), de la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas?

México, Distrito Federal, La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la sesión correspondiente al quince de octubre de dos mil catorce, emite la siguiente:

S E N T E N C I A

Mediante la que se resuelven los autos relativos al amparo directo en revisión 1303/2014, promovido por L. R. C. V., en contra de la sentencia dictada en sesión de seis de marzo de dos mil catorce, por el Quinto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, en el juicio de amparo directo 1281/2013.

I. ANTECEDENTES

1. Hechos del caso. En la resolución recurrida se aprecia que la autoridad responsable tuvo por demostrados los hechos siguientes:
2. El veinticinco de abril de dos mil trece, aproximadamente a las diecisiete horas con treinta minutos, C. H. B. V. y E. R. M., agentes de la Dirección de Seguridad Pública Municipal, realizaban un recorrido de vigilancia a bordo de una patrulla. Al pasar por la calle **********, a la altura de la avenida **********, colonia **********, ciudad de **********, se percataron de la presencia de un sujeto que caminaba, y quien al darse cuenta de la presencia de la unidad introdujo su mano derecha a la bolsa frontal delantera de su pantalón, sacó un objeto y lo arrojó al suelo.
3. Al observar lo anterior, los policías interceptaron a L. R. C. V., quien autorizó que le realizaran una revisión precautoria, pero no encontraron algún objeto relevante. Sin embargo, al revisar el lugar donde previamente observaron que el sujeto había arrojado un objeto, encontraron un pequeño envoltorio de plástico blanco, que contenía una pasta oscura con las características de la droga denominada heroína. Por esta circunstancia, C. V. fue asegurado por los agentes.
4. Averiguación Previa. El Agente del Ministerio Público de la Federación, Titular de la Mesa II de la Unidad Mixta de Atención al Narcomenudeo en Baja California, inició la averiguación previa número **********. Agotada la indagatoria, mediante resolución de veintisiete de abril de dos mil trece, consignó la averiguación previa, ante el Juez de Distrito en el Estado en turno, ejerciendo acción penal contra el inculpado por su probable responsabilidad en la comisión del delito contra la salud, en la modalidad de posesión del estupefaciente denominado heroína, previsto y sancionado por el artículo 477 de la Ley General de Salud.

5. Causa penal. El Juez Décimo Segundo de Distrito en el Estado de Baja California radicó la causa penal **********, y recibió la declaración preparatoria de L. R. C. V., al que le instruyó proceso por el delito cuya realización se le atribuyó.
6. Seguida la secuela procedimental correspondiente, el veintisiete de agosto de dos mil trece, el Juez de la causa dictó sentencia, en la que consideró al procesado penalmente responsable del delito contra la salud, en la modalidad de posesión de heroína, previsto y sancionado en el artículo 477 de la Ley General de Salud. Razón por la que le impuso las penas de diez meses de prisión y un día multa.
7. Apelación. El sentenciado interpuso recurso de apelación, a través del defensor público federal que lo asistió, el cual fue resuelto por el Primer Tribunal Unitario del Décimo Quinto Circuito, en el toca número **********, por sentencia de tres de octubre de dos mil trece, en la que determinó confirmar la sentencia recurrida.

II. TRÁMITE

8. Demanda de amparo. Contra la anterior determinación, L. R. C. V. promovió juicio de amparo directo, por conducto del defensor público federal, el nueve de octubre de dos mil trece. Como autoridad responsable señaló al Magistrado del Primer Tribunal Unitario del Décimo Quinto Circuito, y como acto reclamado la sentencia de tres de octubre de dos mil trece, dictada en el toca penal **********.
9. En su demanda, la parte quejosa precisó que se violaron en su perjuicio los derechos contenidos en los artículos 1º, 14 y 16 de la Constitución Federal.
10. Resolución del juicio de amparo. De la demanda conoció el Quinto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, cuyo presidente, mediante acuerdo de veintiuno de octubre de dos mil trece, la admitió y registró con el número de expediente 1281/2013. Dicho órgano colegiado dictó sentencia, en sesión de seis de marzo de dos mil catorce, en el sentido de negar el amparo.

11. Interposición del recurso de revisión. El quejoso promovió recurso de revisión contra la resolución descrita anteriormente, mediante escrito presentado el dieciocho de marzo de dos mil catorce, ante el Quinto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito. Consecuentemente, mediante auto emitido al día siguiente, el Magistrado Presidente de dicho órgano federal remitió el escrito de agravios y los autos relativos al asunto a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.
12. Trámite del recurso ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación. El Presidente de este Alto Tribunal, mediante acuerdo de cuatro de abril de dos mil catorce, admitió el recurso y lo registró con el número 1303/2014. Primero, destacó que la tramitación del presente asunto se debía regir por lo dispuesto en la Ley de Amparo vigente a partir del tres de abril de dos mil trece. Señaló que el recurso se hacía valer en contra de un fallo en el que se decidió sobre la constitucionalidad del artículo 477 de la Ley General de Salud; asimismo, ordenó que se turnara el asunto al Ministro José Ramón Cossío Díaz, para la elaboración del proyecto de resolución y su radicación en la Primera Sala.

13. A su vez, el Presidente de la Primera Sala determinó, mediante auto de quince de abril de dos mil catorce, que esta última se avocaba al conocimiento del asunto y ordenó el envío de los autos al Ministro ponente, para su resolución.

III. COMPETENCIA
14. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer y resolver el presente asunto, de conformidad con los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 81, fracción II, de la Ley de Amparo vigente, 21, fracción III, inciso a), así como el punto Tercero, en relación con el Segundo, del Acuerdo General 5/2013 del Pleno de este Alto Tribunal, en virtud de haberse interpuesto en contra de una sentencia dictada en amparo directo por un tribunal colegiado de circuito, en un juicio en el que, por su naturaleza penal, corresponde a la materia de especialidad de esta Sala.
15. Oportunidad del recurso. La sentencia recurrida fue notificada personalmente al defensor público federal del quejoso el martes dieciocho de marzo de dos mil catorce; surtiendo efectos al día hábil siguiente, esto es, miércoles diecinueve. De manera que el plazo de diez días para interponer el recurso, previsto en el artículo 86 de la Ley de Amparo vigente, transcurrió del jueves veinte de marzo al jueves tres de abril de dos mil catorce, descontando de dicho cómputo los días veintidós, veintitrés, veintinueve y treinta de marzo por ser sábados y domingos, respectivamente, y el día veintiuno de marzo por ser inhábil, todo en términos de los artículos 19 de la Ley de Amparo y 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.
16. Por tanto, si el recurso de revisión fue interpuesto el martes dieciocho de marzo de dos mil catorce, ante el Quinto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, entonces su interposición debe considerarse oportuna. No es obstáculo para lo anterior que el recurso haya sido presentado antes de que comenzara el plazo para su interposición, ya que no existe disposición legal alguna que prohíba expresamente interponer el recurso antes de que inicie el plazo otorgado para dicho trámite, ni señale que por ello sea inoportuno. Consideración a la que resulta aplicable, la tesis aislada 2a. LXXIII/2012, de rubro: “RECURSO DE REVISIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. SU INTERPOSICIÓN RESULTA OPORTUNA AUN CUANDO OCURRA ANTES DE QUE INICIE EL CÓMPUTO DEL PLAZO RESPECTIVO”
.
IV. PROCEDENCIA
17. En el presente asunto se cumplen los criterios para la procedencia del recurso de revisión
, en tanto que el recurrente planteó en sus conceptos de violación la inconstitucionalidad e inconvencionalidad de los artículos 477, 478 y 479 de la Ley General de Salud. Dicho planteamiento de inconstitucionalidad fue desestimado por parte del Quinto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito al emitir la sentencia recurrida, y el recurrente expresa agravios en los que combate esa determinación. En tales circunstancias resulta procedente el recurso de revisión.
V. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS
18. Cuestiones necesarias para resolver el asunto. A continuación se resumen los conceptos de violación, las consideraciones de la sentencia de amparo y los agravios del quejoso, ahora recurrente.

19. Demanda de amparo. En sus conceptos de violación, el quejoso argumentó, en síntesis, lo siguiente:
19.1. Argumentó que los artículos 477, 478 y 479 de la Ley General de Salud, son inconstitucionales porque se oponen a lo dispuesto en el artículo 3.4, inciso c), de la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, ya que no establecen la sustitución de la pena privativa de libertad por una medida de seguridad alterna a favor de los toxicómanos adictos. Por tanto, consideró que se debió aplicar a su favor la eximente de responsabilidad, prevista por el artículo 478 de la Ley General de Salud, pues debía sustituir la pena de prisión impuesta por una medida de seguridad.
19.2. Por otro lado, el quejoso señaló que la autoridad responsable realizó una inexacta valoración del material probatorio, pues el parte informativo rendido por los agentes aprehensores no reúne los requisitos establecidos en los artículos 281 y 282 del Código Federal de Procedimientos Penales. Asimismo, manifestó que se le debió dar valor a la ampliación de declaración de dichos agentes, en términos del artículo 287 del ordenamiento en cita. Por tanto, consideró que al existir insuficiencia probatoria en el caso, debía operar a su favor el principio de declaratoria de inocencia y decretarse su libertad absoluta.
19.3. Afirmó que se violaron en su perjuicio los derechos de exacta aplicación de la ley penal y de fundamentación y motivación, previstos por los artículos 1, 14 y 16 de la Constitución Federal, en relación con el 7, fracción III, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y 3.4, inciso c), de la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas.
19.4. Lo anterior —reiteró—, toda vez que de conformidad con el segundo tratado en referencia, tratándose de un toxicómano adicto, se debe sustituir la pena de prisión por una medida de seguridad y, en consecuencia, decretar la eximente de responsabilidad prevista en el artículo 478 de la Ley General de Salud. Además, adujo que los artículos 478 y 479 del mismo ordenamiento son inconvencionales, al no establecer dichas medidas, lo cual atenta contra el espíritu del tratado internacional mencionado. 
19.5. Al respecto, consideró que resultaban aplicables las tesis de rubros siguientes:

“PRUEBA INSUFICIENTE, CONCEPTO DE.”
“DUDA ABSOLUTORIA. ALCANCE DEL PRINCIPIO IN DUBIO PRO REO”.
“SALUD, DELITO CONTRA LA. EL PARTE INFORMATIVO ES INSUFICIENTE POR SI SOLO PARA ATRIBUIR LA RESPONSABILIDAD EN LA COMISIÓN DEL”.
“TRATADOS INTERNACIONALES. SON PARTE INTEGRANTE DE LA LEY SUPREMA DE LA UNIÓN Y SE UBICAN JERÁRQUICAMENTE POR ENCIMA DE LAS LEYES GENERALES, FEDERALES Y LOCALES. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 133 CONSTITUCIONAL”.
“PRINCIPIO PRO HOMINE. SU APLICACIÓN ES OBLIGATORIA”.
“PRINCIPIO PRO PERSONAE. EL CONTENIDO Y ALCANCE DE LOS DERECHOS HUMANOS DEBEN ANALIZARSE A PARTIR DE AQUÉL”.
20. Sentencia del juicio de amparo. El Tribunal Colegiado declaró infundados los conceptos de violación del quejoso y, consecuentemente, negó el amparo; con base en las siguientes consideraciones:

20.1. El Tribunal Colegiado, en relación a los argumentos alegados por el quejoso en el sentido de que los artículos 477 y 478 de la Ley General de Salud eran inconstitucionales e inconvencionales, determinó que resultaban infundados.
20.2. Señaló que los parámetros contenidos en los artículos 478 y 479 de la Ley General de Salud, responden a necesidades sociales de someter a proceso penal a quienes posean drogas en cantidades mayores a las permitidas y, en el caso de farmacodependientes, tienden a que se esté en aptitud de rehabilitarlos.
20.3. El Tribunal Colegiado afirmó que si bien el artículo 3.4, inciso c), de la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, prevé la posibilidad de sustituir la declaración de culpabilidad o la condena por la aplicación de otras medidas, para ello establece como requisito esencial que sea en los casos de infracciones de carácter leve.
20.4. En ese sentido, indicó que al actualizarse en el caso la hipótesis contenida en el artículo 477 de la Ley General de Salud, no se está ante una infracción leve, por lo que no es aplicable el artículo 3.4, inciso c), de la Convención de las Naciones Unidas, ya que la cantidad de droga poseída por el quejoso excede al parámetro fijado en el artículo 479 de la normativa de salud, delimitada por el legislador.
20.5. Además, indicó que el artículo 477 de la Ley General de Salud, no contraviene el derecho humano de igualdad reconocido en el artículo 1º de la Constitución Federal, “pues el grado de farmacodependencia en un indiciado no puede servir de criterio objetivo para comparar un status jurídico regulado por un sistema que favorezca a ciertas personas frente a otras, en el entendido de que a todas las personas con ese padecimiento en un mayor o menor grado se les aplicará por igual el artículo 477 de la Ley General de Salud, sin atender a su grado de adicción, sino a la cantidad de narcóticos que posean”.
20.6. Al respecto, estimó aplicable la tesis de jurisprudencia de la Segunda Sala de este Alto Tribunal, de rubro: “IGUALDAD. CRITERIOS QUE DEBEN OBSERVARSE EN EL CONTROL DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS QUE SE ESTIMAN VIOLATORIAS DE DICHA GARANTÍA”.
20.7. Asimismo, agregó que el artículo 477 de la Ley General de Salud, no restringe los derechos de protección de la salud e igualdad, conforme a lo previsto por el artículo 4º de la Constitución Federal; ya que de su interpretación armónica con el diverso 479 del mismo ordenamiento, se advierte que las dosis máximas de narcóticos para el consumo personal se establecieron con el ánimo de proteger la salud pública, frente a la particular libertad del farmacodependiente, a quien no se le restringe el consumo de las sustancias, pues lo que se busca es evitar la posesión indiscriminada de drogas que ponga en peligro la salud de terceros.
20.8. Como apoyo a lo anterior, citó las tesis de jurisprudencia de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubros:
“IGUALDAD. EL ARTÍCULO 479 DE LA LEY GENERAL DE SALUD QUE PREVÉ LOS NARCÓTICOS Y DOSIS MÁXIMAS QUE SON CONSIDERADAS PARA ESTRICTO E INMEDIATO CONSUMO PERSONAL, NO VIOLA ESE PRINCIPIO CONSTITUCIONAL”.
“IGUALDAD Y DERECHO A LA SALUD. EL ARTÍCULO 479 DE LA LEY GENERAL DE SALUD, NO ES VIOLATORIO DE LOS CITADOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES AL LIMITAR LA CANTIDAD DE NARCÓTICOS QUE DEBE CONSIDERARSE PARA SU ESTRICTO E INMEDIATO CONSUMO PERSONAL”.
20.9. Por otra parte, argumentó que la autoridad responsable, sin contravenir dispositivo constitucional alguno, correctamente determinó que las pruebas existentes en el sumario eran suficientes para acreditar que el quejoso era penalmente responsable del delito contra la salud, en la modalidad de posesión de heroína. Así, al no existir insuficiencia de pruebas, era correcto afirmar que no podía operar a favor del quejoso el principio de inocencia alegado.
20.10. Además, reiteró que no era aplicable al quejoso el beneficio previsto por el artículo 478 de la Ley General de Salud, toda vez que la heroína cuya posesión se le imputó, pesó 250 miligramos, lo cual rebasa la cantidad de 50 miligramos a que alude tal precepto.
20.11. El órgano colegiado aseveró que la Sala responsable realizó la individualización de la pena del quejoso con apego a lo dispuesto por los artículos 51 y 52 del Código Penal Federal, por lo que no consideró que la misma fuera violatoria de derechos fundamentales.
20.12. Del mismo modo, afirmó que la responsable estuvo en lo correcto al negarle al quejoso los beneficios de la sustitución de la pena y la condena condicional, previstos en los artículos 70 y 90 del Código Penal Federal, por lo que no se trastocaron sus derechos.
20.13. Finalmente, respecto a la orden de amonestación para prevenir la reincidencia, la suspensión de los derechos políticos y civiles, y la puesta a disposición de la autoridad sanitaria para la rehabilitación de la farmacodependencia del quejoso, no resultó violatorio de derechos, pues ello se hizo conforme a los artículos 38, fracción III, de la Constitución Federal, 42 y 46 del Código Penal Federal, y 481 de la Ley General de Salud.
21. Agravios. El quejoso, ahora recurrente, formuló en su escrito de agravios los siguientes argumentos:

21.1. Afirmó que se violó en su perjuicio lo dispuesto por los artículos 1°, 14, 16 y 22 de la Constitución Federal, en relación con los diversos 9, párrafo tercero, y 17.1, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 7.3 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y 3.4, inciso c), de la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas.
21.2. Ello, en atención a que el Tribunal Colegiado no resolvió sobre la inconvencionalidad del artículo 477, en relación con el 479, de la Ley General de Salud. Así, alegó que se debió acatar el espíritu de la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, y sustituir la pena de prisión impuesta por una medida de seguridad; por lo que en el caso se aplicó una pena arbitraria en su agravio.
21.3. Por otra parte, señaló que el Tribunal Colegiado vulneró lo previsto en los numerales 81, fracción II, 83, 84 y 86 de la Ley de Amparo vigente, ya que no interpretó debidamente lo dispuesto por el artículo 1º de la Constitución Federal, en relación con los tratados internacionales aplicables. Esto, toda vez que se le impuso al quejoso una pena por mayoría de razón, no decretada por una ley aplicable a los delitos de que se trata, por lo que se le privó de la libertad de manera arbitraria, con violación a los principios de acceso a la justicia penal.
21.4. Reiteró que el órgano colegiado debió considerar la toxicomanía del quejoso y dejó de estudiar la inconvencionalidad de los artículos 477 y 479 de la Ley General de Salud. 

21.5. Como apoyo a lo anterior, citó las tesis de rubros:
“TRATADOS INTERNACIONALES. SON PARTE INTEGRANTE DE LA LEY SUPREMA DE LA UNIÓN Y SE UBICAN JERÁRQUICAMENTE POR ENCIMA DE LAS LEYES GENERALES, FEDERALES Y LOCALES. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 133 CONSTITUCIONAL”.
“PRINCIPIO PRO HOMINE. SU APLICACIÓN ES OBLIGATORIA”.
“PRINCIPIO PRO PERSONAE. EL CONTENIDO Y ALCANCE DE LOS DERECHOS HUMANOS DEBEN ANALIZARSE A PARTIR DE AQUÉL”.
“PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. EL PRINCIPIO RELATIVO ESTÁ CONSIGNADO EXPRESAMENTE EN LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008”.
22. Problemática a resolver. La cuestión que debe resolverse en el presente asunto consiste en determinar si resulta procedente el recurso de revisión interpuesto por L. R. C. V. De este modo, las preguntas que se deben responder para resolver el presente recurso son las siguientes:

· ¿Le surte razón al recurrente al señalar que el Tribunal Colegiado omitió pronunciarse sobre el tema planteado en su demanda de amparo, relativo a la inconvencionalidad del artículo 477, en relación con el 479 de la Ley General de Salud?

· ¿Los artículos 477, 478 y 479 de la Ley General de Salud son acordes con lo dispuesto por el artículo 3.4, inciso c), de la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas?
23. ¿Le surte razón al recurrente al señalar que el Tribunal Colegiado omitió pronunciarse sobre el tema planteado en su demanda de amparo, relativo a la inconvencionalidad del artículo 477, en relación con el 479 de la Ley General de Salud?

24. La respuesta a esta interrogante es negativa, en virtud de las siguientes consideraciones:

25. En parte de sus agravios, el recurrente afirma que el Tribunal Colegiado no resolvió sobre la inconvencionalidad planteada respecto del  artículo 477, en relación con el 479 de la Ley General de Salud. Afirmación que sostiene al considerar que se debe acatar lo dispuesto por el artículo 3.4, inciso c), de la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, y sustituir la pena de prisión que le fue impuesta por una medida de seguridad alterna.
26. Sin embargo, el señalamiento del recurrente es infundado, porque como se vio en párrafos precedentes, en la sentencia de amparo el Tribunal Colegiado determinó que los parámetros contenidos en los artículos 478 y 479 de la Ley General de Salud, responden a necesidades sociales de someter a proceso penal a quienes posean drogas en cantidades mayores a las permitidas y, en el caso de farmacodependencia, tienden a que se esté en aptitud de rehabilitarlos.
27. Bajo esta premisa, el órgano colegiado argumentó que si bien el artículo 3.4, inciso c), en cita, establece la posibilidad de sustituir la declaración de culpabilidad o la condena por la aplicación de otras medidas, para ello impone la condición esencial que se trate de casos de infracciones de carácter leve.
28. En ese sentido, indicó que al actualizarse en el caso la hipótesis prevista por el artículo 477 de la Ley General de Salud, debe considerarse que no se está ante una infracción leve, porque la cantidad de droga en posesión del quejoso excede al parámetro fijado por el legislador, en el diverso precepto 479 del mismo ordenamiento para el estricto consumo personal; concepto este último que dejó de ser de naturaleza discrecional para el juzgador, para convertirse en un parámetro objetivamente delimitado.
29. Por tanto, afirmó el Tribunal Colegiado que no resultaba aplicable al supuesto planteado por el quejoso lo dispuesto en el artículo 3.4, inciso c), de la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas.
30. Como es posible advertir de lo anterior, el Tribunal Colegiado sí atendió al argumento del quejoso relativo a que de lo dispuesto en los artículos 478 y 479 de la Ley General de Salud no desprende la posibilidad de sustituir la pena de prisión por una medida de seguridad alterna; pero de esta forma dar aplicación al artículo 3.4 de la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas.
31. Lo anterior es así dado que el Tribunal Colegiado estimó que la aplicación de la sustitución de la pena de prisión por otra medida de seguridad, tal como se encuentra establecido en el artículo 3.4, inciso c), de la Convención de las Naciones Unidas, únicamente es aplicable a casos leves; calificación que en el orden jurídico nacional está condicionada por las cantidades establecidas por el legislador para el estricto consumo personal, en la tabla contenida en el precepto 479 de la Ley General de Salud.
32. Además de que dichos parámetros contenidos en los artículos 478 y 479 de la Ley General de Salud —argumentó el órgano colegiado—, no constituyen una actuación caprichosa del legislador, sino que responden a la necesidad social de someter a un proceso penal a las personas que posean drogas en cantidades superiores a las permitidas, y en el caso de farmacodependencia, las mismas tienden a que se esté en aptitud de rehabilitarlos.
33. Así, a partir del contexto del planteamiento del quejoso y los hechos del caso concreto, el Tribunal Colegiado determinó que no resultaba aplicable el beneficio de la sustitución de la pena de prisión impuesta por otra medida de seguridad, dado que no se trataba de una infracción leve, pues la cantidad de droga poseída por el quejoso superaba los parámetros fijados por el legislador en el artículo 479 de la Ley General de Salud.
34. En esas condiciones, se advierte que el Tribunal Colegiado sí dio respuesta al planteamiento que realizó el quejoso en la demanda de amparo, relativo a que los artículos 477, 478 y 479 de la Ley General de Salud, son inconstitucionales por su inconvencionalidad frente al artículo 3.4, inciso c), de la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, al no establecer la sustitución de la pena privativa de libertad por una medida alterna de seguridad a favor de los toxicómanos adictos.
35. Ello, porque si bien el órgano colegiado afirmó que la sustitución de la pena de prisión por otra medida de seguridad se encontraba prevista por la Convención de las Naciones Unidas en cita, lo cierto era que ello estaba supeditado a que la infracción fuera de carácter leve. Por tanto, al advertir que la cantidad de la droga poseída por el quejoso era superior a la dosis máxima permitida por el artículo 479 de la Ley General de Salud, no era aplicable la excepción prevista por el diverso precepto 478 del mismo ordenamiento.
36. Por tanto, queda claro que no es acertado lo aducido por el recurrente, en el sentido de que el Tribunal Colegiado omitió pronunciarse respecto a la inconvencionalidad alegada del artículo 477, en relación con el 479 de la Ley General de Salud.
37. La anterior determinación nos lleva a plantear el segundo cuestionamiento que el recurrente precisó en sus agravios: ¿Los artículos 477, 478 y 479 de la Ley General de Salud son acordes con lo dispuesto por el artículo 3.4, inciso c), de la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas?
38. Esta Primera Sala determina que el cuestionamiento debe responderse en sentido positivo. Como se recordará, en esencia, el quejoso planteó en la demanda de amparo que las normas referidas son inconstitucionales, por su inconvencionalidad con el artículo 3.4 de la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, al no establecer la sustitución de la pena privativa de libertad por una medida alterna de seguridad a favor de los toxicómanos adictos. Por lo que en su opinión se debía aplicar a su favor la eximente de responsabilidad, prevista por el artículo 478 de la Ley General de Salud, o sustituir la pena de prisión impuesta por una medida de seguridad.
39. Al respecto,  se estima trascendente precisar que esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ya se ha pronunciado anteriormente, con motivo de la resolución de diversos amparos en revisión, a las normas jurídicas que integran el sistema de previsión penal de delitos contra la salud en la modalidad de narcomenudeo —artículos 475, 476, 477, 478 y 479 de la Ley General de Salud— y determinó que no violan los derechos de igualdad y salud consagrados en los artículos 1º y 4º de la Constitución Federal.

40. En aquellos precedentes se solicitó a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación que definiera si era correcto que se considerara delictiva la conducta de un farmacodependiente que posea un narcótico en una cantidad que excede del parámetro de dosis máximas comprendidas en el artículo 479 de la Ley General de Salud o si dicha circunstancia constituía una violación a los derechos de igualdad y salud consagrados en los artículos 1º y 4º de la Constitución Federal.

41. La pregunta se originó a partir de estimarse que se actualizaba una diferenciación injustificada entre personas enfermas, porque mientras que la posesión de un narcótico en cantidad mayor a la dosis máxima considerada como permitida para el consumo personal e inmediato obligaba a someter a un farmacodependiente a proceso penal; tal circunstancia no sucedía si la cantidad no excedía del referido parámetro de permisión, sino que operaba una excluyente del delito.

42. En este sentido, se advierte que en los precedentes resueltos por esta Primera Sala, el planteamiento jurídico incide en cuestionar la validez constitucional de normas jurídicas que forman parte del sistema de previsión penal de delitos contra la salud en la modalidad de narcomenudeo establecido en la Ley General de Salud, las que se estiman que vulneran los derechos humanos de igualdad y salud reconocidos en los artículos 1º y 4º de la Ley General de Salud.

43. Esto, porque la procedencia o no de prosecución de la acción penal contra farmacodependientes, por poseer narcóticos para su consumo, está supeditada a que no se exceda el parámetro limitativo de la cantidad máxima por la que se considera que el narcótico está destinado al estricto e inmediato consumo personal. Lo cual permite que un farmacodependiente pueda ser juzgado penalmente por poseer, aunque sea para su consumo, un narcótico en cantidad superior al límite establecido en la ley, por mínimo que sea el excedente. En los artículos 478 y 479 de la Ley General de Salud se establece la limitación de la cantidad de narcóticos que se considera para consumo personal y la exclusión de ejercicio de la acción penal cuando se posea dentro de dichos parámetros.
44. Planteamiento de constitucionalidad que ya ha sido analizado por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y sobre el que existe jurisprudencia, en la que se ha afirmado que a partir de un escrutinio cuidadoso de igualdad el establecimiento de dosis máximas de narcóticos que se estiman destinados para el estricto consumo e inmediato consumo personal, es una medida legislativa que no viola los derechos humanos de igualdad y salud, reconocidos en los artículos 1º y 4º de la Constitución Federal.

45. Pues esta delimitación es razonable, porque atiende a fines constitucionalmente válidos, que consisten en respetar un ámbito acotado de libertad conferido a los farmacodependientes, así como eficientar el combate al narcomenudeo, como propósito inmediato para alcanzar un fin de mayor trascendencia, relativo a la protección de la salud pública. Además, es necesaria, porque obedece a evitar que una cantidad superior a la considerada como dosis máxima pueda llegar a manos de otras personas y con ello incentivar o propiciar la inducción al consumo de drogas. Y es proporcional, porque la adopción de la medida representa un mayor beneficio en la protección de la sociedad en general, frente a la particular libertad del farmacodependiente, de quien no se restringe su libertad de consumir narcóticos, sino que evita la existencia de una posesión indiscriminada de narcóticos que potencialmente pondría en peligro la salud de terceros, al implicar una puesta en peligro de la salud, en un marco de protección abstracta.

46. Así, se ha afirmado por esta Primera Sala que la posesión de narcóticos por parte de farmacodependientes no puede constituir una acción desmedida, sino que debe sujetarse a las dosis máximas establecidas en la tabla de orientación de consumo personal e inmediato prevista en el artículo 479 de la Ley General de Salud. Es por ello que el individuo no puede hacerse prevalecer de su condición de farmacodependiente para justificar la posesión de narcóticos en cantidades superiores a las establecidas en la tabla mencionada.

47. Consideraciones jurídicas que están contenidas en las jurisprudencias 1ª./J. 72/2010
, 1ª./J. 73/2010
 y 1ª./J. 74/2010
, emitidas por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación
, con el contenido siguiente:
IGUALDAD. EL ARTÍCULO 479 DE LA LEY GENERAL DE SALUD QUE PREVÉ LOS NARCÓTICOS Y DOSIS MÁXIMAS QUE SON CONSIDERADAS PARA ESTRICTO E INMEDIATO CONSUMO PERSONAL, NO VIOLA ESE PRINCIPIO CONSTITUCIONAL. El mencionado precepto, al cual remite el sistema de previsión penal de delitos contra la salud en la modalidad de narcomenudeo —artículos 475, 476, 477 y 478 del mismo ordenamiento legal—, constituye una medida que adopta el Estado como parte de una política integral para combatir precisamente dicha clase de delitos, de esta manera se está en un ámbito en el que no hay una afectación directa de derechos fundamentales de los individuos, porque la Constitución no otorga, ni explícita o implícitamente, a ninguna persona a quien se le atribuya la comisión de un delito contra la salud en la modalidad de comercio o suministro, conforme al sistema punitivo establecido en el Código Penal Federal, un derecho subjetivo atinente a que, por su situación personal, naturaleza del narcótico y cantidad del mismo, deba ser incluido legislativamente en la hipótesis que representa mayor beneficio como las previstas en la Ley General de Salud, que tienen como finalidad resolver una problemática de grandes magnitudes, como la venta al menudeo de determinadas sustancias y establecer un esquema de protección a la salud de los miembros de la sociedad en términos de la obligación generada al Estado a partir del artículo 4o. de la Constitución Federal, ante el peligro abstracto que representa el comercio y suministro ilegal de narcóticos. Por tanto, no estamos ante normas que establezcan clasificaciones entre los ciudadanos sobre la base de los criterios mencionados por el artículo 1o. constitucional como motivos prohibidos de discriminación entre las personas: el origen étnico o nacional, el género, la edad, las capacidades diferentes, la condición social, el estado de salud, etcétera. Nos encontramos, por el contrario, con disposiciones legales dictadas que atienden a la necesidad de recuperar la fortaleza del Estado y la seguridad en la convivencia social; sin soslayar las circunstancias de las personas que despliegan esta clase de conductas ilícitas, los terceros que se ven involucrados, que en su mayor parte son jóvenes que no alcanzan la mayoría de edad, cuyos datos de adicción son preocupantes, así como la determinación de mecanismos para el tratamiento médico y programas de prevención para farmacodependientes y no farmacodependientes. El legislador, por lo tanto, no introduce arbitrariamente una disposición que distingue entre aquellos que quedan supeditados al orden jurídico del narcomenudeo y los que no, sino que lo hace con el fin de alcanzar un objetivo constitucionalmente previsto, sin incurrir en desproporciones arbitrarias en términos de los bienes y derechos afectados.

IGUALDAD Y DERECHO A LA SALUD. EL ARTÍCULO 479 DE LA LEY GENERAL DE SALUD, NO ES VIOLATORIO DE LOS CITADOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES AL LIMITAR LA CANTIDAD DE NARCÓTICOS QUE DEBE CONSIDERARSE PARA SU ESTRICTO E INMEDIATO CONSUMO PERSONAL. Al analizar el artículo 479 de la Ley General de Salud, al cual remite el sistema de previsión penal de delitos contra la salud en la modalidad de narcomenudeo —artículos 475, 476, 477 y 478 del mismo ordenamiento legal—, de acuerdo a un escrutinio cuidadoso de igualdad, resulta que no vulnera los artículos 1o. y 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, respecto al establecimiento de dosis máximas de narcóticos que se estiman destinados para el estricto e inmediato consumo personal. En efecto, la determinación legal de mérito, atiende a fines constitucionalmente válidos consistentes en respetar un ámbito acotado de libertad conferido a los farmacodependientes, así como eficientar el combate al narcomenudeo lo cual, constituye un propósito inmediato para alcanzar un fin aun de mayor trascendencia como es proteger la salud pública. Medida que se manifiesta como necesaria para evitar que una cantidad superior a la considerada como dosis máxima, pueda llegar a manos de otras personas y con ello incentivar o propiciar la inducción al consumo de drogas. Asimismo, no puede tildarse que la medida no sea proporcional, porque los beneficios que aporta su adopción por parte del legislador representan un mayor beneficio en la protección de la sociedad en general, frente a la particular libertad del farmacodependiente, de quien no se restringe el consumo de las sustancias que requiere por el problema de salud que presenta, sino lo que se evita es que exista una posesión indiscriminada de narcóticos que ponga en peligro la salud de terceros.

FARMACODEPENDENCIA. CONSTITUYE UNA CAUSA EXCLUYENTE DEL DELITO CONDICIONADA A LAS DOSIS MÁXIMAS ESTABLECIDAS EN EL ARTÍCULO 479 DE LA LEY GENERAL DE SALUD. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al emitir la tesis P. VII/2010, señaló que la farmacodependencia es una enfermedad y, por tanto, constituye una causa de exclusión del delito. Ahora bien, la posesión de narcóticos por parte de farmacodependientes, no puede constituir una acción desmedida, sino que debe sujetarse a las dosis máximas establecidas en la tabla de orientación de consumo personal e inmediato prevista en el artículo 479 de la Ley General de Salud. Delimitación que atiende a la libertad del farmacodependiente, al no restringirle el consumo de sustancias que requiere por el problema de salud que presenta, así como la protección a la salud de terceros evitando la posesión indiscriminada de narcóticos. Por tanto, la posesión de narcóticos en cantidad superior a las establecidas en la tabla de referencia, no actualiza la causa de exclusión del delito contemplada en el artículo 15, fracción IX, del Código Penal Federal, no obstante que el sujeto activo padezca dicha enfermedad.

48. Criterio que se refrendó al resolverse la contradicción de tesis 454/2011 y de la que derivó la jurisprudencia 1a./J. 43/2012
, en la que se precisó lo siguiente:

FARMACODEPENDENCIA. CONSTITUYE UNA CAUSA EXCLUYENTE DEL DELITO PREVISTA EN EL ARTÍCULO 15, FRACCIÓN IX, DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, CONDICIONADA A LA POSESIÓN DE NARCÓTICOS Y EN LAS CANTIDADES ESTABLECIDAS EN LA TABLA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 479 DE LA LEY GENERAL DE SALUD. El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis P. VII/2010, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, febrero de 2010, página 19, de rubro: EXCUSA ABSOLUTORIA. EL ARTÍCULO 199, PÁRRAFO PRIMERO, DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, AL ESTABLECERLA PARA LOS FARMACODEPENDIENTES, VIOLA EL DERECHO A LA SALUD (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 20 DE AGOSTO DE 2009)., sostuvo que la farmacodependencia es una enfermedad y, por tanto, constituye una causa de exclusión del delito. Ahora bien, la posesión de narcóticos por farmacodependientes no puede constituir una acción desmedida, sino que debe sujetarse tanto a la naturaleza de los narcóticos, como a las dosis establecidas en la tabla de orientación de dosis máximas de consumo personal e inmediato prevista en el artículo 479 de la Ley General de Salud, al tratarse de un sistema normativo cerrado creado por el legislador federal que contiene delimitaciones de tipo cuantitativo y cualitativo que atienden a la libertad del farmacodependiente, al no restringirle el consumo de sustancias que requiere por su problema de salud, así como a la protección a la salud de terceros, evitando la posesión indiscriminada de narcóticos. Por tanto, la posesión de narcóticos diversos o en cantidades distintas a los establecidos en la citada tabla, no actualiza la causa de exclusión del delito contemplada en el artículo 15, fracción IX, del Código Penal Federal, no obstante que el sujeto activo padezca dicha enfermedad.

49. Ahora bien, es importante mencionar que en la demanda de amparo se precisa que es necesario el análisis constitucionalidad de los artículos 477, 478 y 479 de la Ley General de Salud, porque se considera que es inconvencional, por ser acorde a lo establecido por el artículo 3.4, inciso c), de la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas de 1998, respecto a la obligación del Estado de prever un mecanismo alterno de la vía penal para prescindir de sanciones a los toxicómanos que se encuentren inmiscuidos en la posesión de las drogas, sin tener como referencia una cantidad tasada las mismas.

50. Al respecto, debe precisarse que con independencia de la forma en que se enuncia, respecto a que los artículos 477, 478 y 479 de la Ley General de Salud son inconstitucionales e inconvencionales, lo cierto es que el planteamiento tiene como base una serie de cuestionamientos y argumentos que ya fueron materia de análisis por esta Primera Sala, al resolver los amparos en revisión de los que derivaron los criterios jurisprudenciales 1ª./J. 72/2010, 1ª./J. 73/2010 y 1ª./J. 74/2010.
51. En los citados precedentes, entre los temas que fueron materia de análisis, se identifica el señalamiento de inconstitucionalidad de normas jurídicas que conforman el sistema de previsión penal de delitos contra la salud en la modalidad de narcomenudeo, de la Ley General de Salud, por estimarse que introducían una diferenciación injustificada entre personas enfermas, ante el trato distinto que se da al farmacodependiente que posee un narcótico en cantidad mayor a la dosis máxima permitida para el consumo personal e inmediato, sujetándolo a proceso penal, en comparación con el trato que se le da a otras personas enfermas por causas diversas a quienes se les proporciona atención médica especializada sin sujetarlas a proceso penal.
52. A partir de lo anterior se estableció como interrogante por responder lo siguiente: ¿es correcto considerar delictiva la conducta del farmacodependiente que posee un narcótico en una cantidad que excede el parámetro de dosis máximas comprendidas en el artículo 479 de la Ley General de Salud?

53. Ahora veamos cuáles fueron las consideraciones jurídicas con las que esta Primera Sala dio respuesta al planteamiento. En síntesis se expresaron los siguientes razonamientos:

· El análisis tomó como base la consideración del Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver por mayoría de votos el amparo directo en revisión 1492/2007, en el sentido de que la farmacodependencia debe considerarse una enfermedad. Por tanto, el sistema jurídico reconoce que la farmacodependencia es una enfermedad que requiere tratamiento médico y el Estado prestará los servicios de rehabilitación u orientará al afectado. Lo cual se corroboraba con los criterios sostenidos por esta Primera Sala, en los que se ha señalado que la toxicomanía o farmacodependencia es una enfermedad y no debe ser castigada.
· Además, que el citado Tribunal Pleno ya había sostenido que la posesión de un narcótico para consumo personal deriva de una necesidad fisiológica que obliga a un sujeto a consumir la droga. Por tanto, no debía sujetársele a proceso penal al farmacodependiente, por tratarse de un adicto y no un criminal; por lo que en lugar de ser considerado como delincuente debe dársele el trato de enfermo.
· En la ejecutoria relativa al amparo directo en revisión 1492/2007, el Tribunal Pleno declaró inconstitucional el artículo 199 del Código Penal Federal
, en el texto anterior a su reforma de veinte de agosto de dos mil nueve, por considerarlo violatorio de las “garantías” de igualdad, no discriminación y el derecho a la salud. Esto, porque disponía que la farmacodependencia era una excusa absolutoria y no una causa de exclusión del delito. Pues esto implicaba que un farmacodependiente sí podía ser sujeto a juicio para finalmente no aplicársele pena alguna. En cambio, si el sistema jurídico sólo previera que se actualizaba una causa de exclusión del delito, entonces no podría ser sujeto a proceso y sólo sería objeto de las medidas sanitarias correspondientes.
· Por tanto, debía considerarse que la farmacodependencia es una excluyente del delito. Lo cual implicaba que de acreditarse que el procesado es un farmacodependiente y sólo tuvo en posesión droga para su estricto consumo personal, entonces no debía sujetársele a proceso penal, sino a un tratamiento ante las autoridades sanitarias
.
· En términos de lo resuelto por el Tribunal Pleno, considerar a la farmacodependencia como causa de exclusión del delito no quiere decir que cualquier caso de posesión por parte de los farmacodependientes implique una excluyente del delito. La toxicomanía tiene que demostrarse fehacientemente y comprobarse que la cantidad que se posee al momento de la captura resulta idónea para el consumo personal, pues de lo contrario es factible presumir el uso de los narcóticos para otro objeto.
· El legislador cuenta con la autorización constitucional suficiente para emitir normas que definan lo que debe entenderse por consumo personal para el efecto de que opere la referida causa de exclusión del delito.
· En el artículo 473 de la Ley General de Salud se establece que la farmacodependencia es el conjunto de fenómenos de comportamiento, cognoscitivos y fisiológicos que se desarrollan después del consumo repetido de estupefacientes o psicotrópicos reconocidos por la propia Ley General de Salud. Por tanto, no debía confundirse al farmacodependiente con el consumidor, porque este último es toda persona que presenta algún signo o síntoma de dependencia a estupefacientes o psicotrópicos.
· El artículo 479 de Ley General de Salud establece una Tabla de Orientación de Dosis Máximas de Consumo Personal e Inmediato, conformada por una relación de narcóticos con las correspondientes dosis máximas de consumo personal e inmediato susceptibles de reconocerse como tales.
· En el artículo 478 de la Ley General de Salud se establece una auténtica causa de exclusión del delito, pues el Ministerio Público no ejercerá acción penal en contra de quien sea farmacodependiente o consumidor y concurran las siguientes condiciones: a) la posesión recaiga sobre alguno de los narcóticos señalados en la Tabla; b) en igual o menor cantidad a la prevista en la tabla; c) el narcótico esté destinado para estricto consumo personal; y, d) la conducta no se realice en centros educativos, asistenciales, policiales o de reclusión, o dentro del espacio comprendido en un radio que diste a menos de trescientos metros de los límites de colindancia del mismo.
· La tabla referida es un elemento que es de suma importancia, porque si la cantidad de sustancia que se posee es mayor, entonces el sujeto activo no podrá prevalerse de la causa de exclusión del delito, esto es, ya no podrá sostenerse que se está frente a la satisfacción de una necesidad, sino propiamente la comisión de un ilícito.
· La medida legislativa de establecer una tabla en la que se precisan las dosis de narcóticos que se consideran como máximo para estimar que se posee para el estricto consumo personal e inmediato, no viola el principio de igualdad consagrado en el artículo 1º de la Constitución Federal.
· El legislador al introducir un trato diferenciado entre los farmacodependientes que sí se encuentran en los supuestos de la norma y los que quedan excluidos por encontrárseles cantidades mayores, se apoyó en una finalidad constitucionalmente válida.
· En el sistema de previsión penal de delitos contra la salud en la modalidad de narcomenudeo de la Ley General de Salud, el legislador en el dispositivo 478 estableció la prohibición para que el Ministerio Público ejerza acción penal respecto de la posesión de narcóticos, contra quien sea farmacodependiente o consumidor, cuando  posea alguno de los narcóticos señalados en la tabla, en igual o inferior cantidad a la prevista en la misma, para su estricto consumo personal y fuera de los lugares señalados en la fracción II, el artículo 475, de esta Ley.  Luego, acotó normativamente cuáles eran las sustancias que gozarían de la presunción necesaria para ser consideradas de estricto e inmediato consumo personal, siempre y cuando no excedieran del gramaje previsto en la tabla citada.
· De la exposición de motivos que dio origen al referido sistema, se desprende que el legislador se sustentó en las justificaciones siguientes:
1. Que se ha incrementado la venta al menudeo y el consumo ilícito de drogas.
2. Que las organizaciones criminales, han aprovechado diversas circunstancias, para promover el consumo de drogas principalmente entre jóvenes que aún no alcanzan incluso la mayoría de edad.
3. Que de acuerdo al Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012, se establece que en nuestro país se requieren leyes que ayuden a perseguir y encarcelar a los delincuentes y no permitir que ningún acto ilícito quede impune.
4. Que del objetivo 4 de dicho Plan de Desarrollo, se desprende la exigencia de que las leyes e instrumentos con que cuenta el Estado para combatirlo se adecuen a la realidad.
5. Que en el punto 8 del mismo Plan, se planteó la necesidad de recuperar la fortaleza del Estado y la seguridad en la convivencia social mediante el combate frontal y eficaz al narcotráfico y otras expresiones del crimen organizado.
6. Que en dicho instrumento, se establece que deberá implementarse una política integral que coordine esfuerzos y recursos de los tres órdenes de gobierno para el combate al narcomenudeo.

7. Que no obstante, los resultados preliminares de la última encuesta nacional contra las adicciones refleja datos preocupantes. En los últimos 6 años se incrementó el número de adictos a las drogas en el país en un 51%. De 2002 al 2008 el número de adictos se incrementó de 158,000 a 307,000. En ese mismo periodo el número de personas que probaron alguna vez droga subió de 3.5 millones a 4.5 millones, lo que representa 28.9% más.

8. Que a fin de eficientar la labor del Estado en materia de combate al narcomenudeo se requiere de reformas legislativas que permitan determinar de manera clara la corresponsabilidad del gobierno federal y de las entidades federativas para la prevención y el combate a la posesión, comercio y suministro de narcóticos; la tipificación y sanción de esas conductas delictivas; así como la determinación de mecanismos para el tratamiento médico y programas de prevención para farmacodependientes y no farmacodependientes.
9. Que el Estado Mexicano está obligado a reorganizar todos sus esfuerzos para prevenir y combatir la posesión, comercio y suministro de narcóticos a través del gobierno federal y los gobiernos de las entidades federativas.

10. Que se requiere otorgar certeza jurídica a los ciudadanos respecto de la intervención punitiva de las entidades federativas, al efecto, se establece que las autoridades de seguridad pública, procuración e impartición de justicia, así como de ejecución de sanciones de las entidades federativas, conozcan y resuelvan de los delitos o ejecuten las sanciones y medidas de seguridad cuando se trate de los narcóticos señalados en la “Tabla de Orientación de Dosis Máximas de Consumo Personal e Inmediato” prevista en la iniciativa, y la cantidad sea menor del resultado de multiplicar por mil la señalada en la misma tabla.

11. Que las drogas y cantidades señaladas en la tabla referida en la iniciativa son resultado del intercambio de experiencias por parte de la Dirección General de Servicios Periciales, de la Procuraduría General de la República, y el Centro Nacional contra las Adicciones, de la Secretaría de Salud, en los cuales se tomó en consideración principalmente las sustancias que han sido detectadas como de mayor consumo.

12. Que esta reforma permitirá incorporar el esfuerzo de las instituciones de seguridad pública y procuración de justicia que tienen mayor cercanía con la sociedad afectada, así como un mayor número de elementos a su cargo en todo el país que las instituciones federales.

13. Que se trata de fortalecer la investigación y combate a este tipo de ilícitos, no debilitar la capacidad del Estado, por tanto, se plantea un esquema de competencias en el cual las entidades federativas podrán hacer frente a un problema que genera efectos devastadores en las comunidades pero que el marco jurídico limitaba su capacidad de respuesta, y cuando las características de dicho fenómeno delictivo lo amerite, podrá la Federación reforzar, a su vez, la reacción por parte del Estado Mexicano.

14. Que además de la hipótesis antes referida en que la Federación conocerá de los delitos relacionados con narcomenudeo, se especifica que también será competente la Federación para conocer de los delitos cuando la cantidad sea igual o mayor al resultado de multiplicar por mil las establecidas en la tabla arriba mencionada, al igual que cuando el narcótico no esté contemplado en la misma.

15. Que se propone sancionar tres conductas: comercio o suministro, aún gratuitamente del narcótico sin autorización; posesión del narcótico con la finalidad de comerciarlo o suministrarlo, aún gratuitamente, y la posesión simple del mismo.

16. Que se definen con precisión la competencia de autoridades federales y locales a través de la tabla antes citada. Así, la autoridad federal conocerá del delito cuando: a) la cantidad del narcótico exceda los límites de la tabla; b) el Ministerio Público Federal realice la solicitud de remisión del asunto al Ministerio Público local; o bien, c) el narcótico no se encuentre en la tabla de referencia.

17. Que por lo que hace a la sanción de las conductas de narcomenudeo, se proponen reformas a la Ley General de Salud y al Código Penal Federal, estableciendo penas de cuatro a ochos años de prisión y de doscientos a cuatrocientos días multa a quien comercie o suministre narcóticos (aún de manera gratuita).

18. Que se precisa el no ejercicio de la acción penal cuando: a) la persona posea medicamentos que contengan narcóticos de los mencionados en la tabla, y por la naturaleza y cantidad de los mismos, se concluya que es el necesario para su tratamiento; b) la persona se encuentre en posesión de peyote u hongos alucinógenos cuando por la cantidad y circunstancias se presuma que serán utilizados en ceremonias, usos y costumbres indígenas; c) quien posea alguno de los narcóticos señalados dentro de los límites de la tabla, es decir para su consumo personal e inmediato, se somete y cumple voluntariamente el tratamiento médico respectivo para atender su farmacodependencia o en el caso de los no farmacodependientes, a los programas de prevención correspondientes que al efecto señale la autoridad sanitaria.

19. Que además de las sanciones previstas por la posesión, comercio o suministro de estupefacientes, se establece la obligación de las autoridades sanitarias de brindar tratamiento médico respectivo para atender a farmacodependientes y programas de prevención para el caso de los no farmacodependientes.

20. Que el fenómeno del narcotráfico debe ser enfrentado por el Estado Mexicano empleando todos los recursos a su alcance, otorgándole prioridad a los medios de prevención y atención a las adicciones, sin descuidar la organización de la estructura punitiva contra las organizaciones criminales que promueven el consumo de drogas entre nuestra juventud.

21. Que debemos cerrarle el paso a la delincuencia en todos los niveles, ya sea federal o de las entidades federativas, por el crimen organizado de gran escala, así como la delincuencia que se favorece del narcomenudeo en detrimento de la salud y seguridad de nuestras comunidades.
· De acuerdo a lo anterior, la intención legislativa estuvo dirigida fundamentalmente a dos objetivos concretos: 1. Eficientar la labor del Estado en el combate al narcomenudeo, mediante la creación de dos regímenes normativos claramente diferenciados, de acuerdo a las sustancias y cantidades que fueran objeto del ilícito, asignando algunas de ellas (de menor entidad delictiva) a las  autoridades de las Entidades Federativas  y otras (de mayor entidad delictiva), a  las autoridades de la Federación; y 2. Respetar un ámbito acotado de libertad conferido a los farmacodependientes, efectuando una selección normativa, tanto de sustancias específicas, como de cantidades límite, (que incluyó en la tabla del artículo 479 de la Ley General de Salud), respecto de las cuales, estableció que el Ministerio Público no puede ejercer la acción penal correspondiente, generando así una circunstancia excluyente de delito, para quienes se ubiquen en los parámetros de la norma.
· Al crear tales medidas, el legislador evidenció por una parte, su intención de eficientar el combate del narcomenudeo, lo cual, constituye un propósito inmediato para alcanzar un fin aún de mayor trascendencia como es la salud pública. Y por otra, consideró indispensable otorgar un particular esquema normativo para todas aquellas personas que consumen esa clase de narcóticos producto de su dependencia, y para ello, incorporó en la tabla correspondiente ciertas sustancias y cantidades límite, que darían lugar a que se actualiza una circunstancia excluyente de delito.
· Los criterios que orientaron la creación legal fueron proteger la salud pública, al eficientar el combate al narcomenudeo, y el ámbito acotado de libertad a los farmacodependientes, lo cual reviste plenamente características de objetividad y obedecen a una finalidad constitucionalmente válida, pues tales principios son tutelados por el orden constitucional, como se desprende de los artículos 1º y  4º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
· La salud pública tiene un rango constitucional, en tanto forma parte del derecho a la salud, el cual está contemplado en el párrafo cuarto del artículo 4º de la Constitución Federal. Por tanto, el derecho a la salud pública es el derecho a la salud de la colectividad que el Estado tiene la obligación de proteger, a través de la conjunción de diferentes acciones encaminadas a prevenir el desarrollo de enfermedades, así como a repararlas, motivo por el cual, al ser normativizado también desde una perspectiva colectiva, coadyuva en el mantenimiento de la paz y estabilidad social.
· Los delitos contra la salud tienen precisamente el objetivo de proteger la salud pública, al prevenir una afectación de la comunidad, en este caso, por el consumo de narcóticos. Por lo que el legislador está tutelando, por un lado, la tranquilidad social a través de la penalización de determinadas conductas relacionadas con la posesión, venta y suministro de narcóticos y, por otro lado, trata de inhibir la proliferación de la adicción a los estupefacientes.
· La intención de establecer como excluyente de delito a ciertas conductas relacionadas con la posesión de narcóticos, en sí misma, no atenta contra el orden constitucional. En realidad revela la intención del legislador de acogerse al principio de mínima intervención de la ley penal, que consiste en que la norma sancionadora debe actuar como última ratio.
· Las decisiones legislativas analizadas, lejos de confrontar con algún postulado constitucional, conviven y encuentran justificación en la facultad legislativa del Congreso de la Unión prevista en el artículo 73, fracción XXI, constitucional  atinente a establecer los delitos y las faltas contra la Federación y fijar los castigos que por ellos deban imponerse; expedir una ley general en materia de secuestro, que establezca, como mínimo los tipos penales y sus sanciones, la distribución de competencias y la forma de coordinación entre la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios; así como legislar en materia de delincuencia organizada.
· El ejercicio de la potestad punitiva del Congreso de la Unión para determinar que ciertas sustancias, cuando son poseídas en determinadas cantidades no deben configurar conducta delictiva, de ningún modo, debe considerarse una potestad conflictiva con el orden constitucional, pues en principio, le está provisto al legislador federal, la facultad de designar qué sustancias son capaces de envilecer al individuo y degenerar la raza humana, desde luego atendiendo a razones de política criminal.
· Además, es racional la distinción introducida por el legislador al establecer en el artículo 479 de la Ley General de Salud los narcóticos y dosis máximas que se consideran, en el caso de los farmacodependientes, para su estricto e inmediato consumo personal.
· A partir de las justificaciones que se desprenden de la exposición de motivos que originó el acto legislativo que dio vida a la tabla de orientación de dosis máximas de consumo personal e inmediato, se advierte que las cantidades ahí establecidas, en principio, atienden a respetar un ámbito acotado de libertad para el farmacodependiente en el consumo de narcóticos, con la finalidad de afrontar la necesidad que tiene de ellos para sobrevivir; pues en este aspecto, a un farmacodependiente no puede exigírsele otra conducta (una vez que se prueba esa situación), ya que en realidad es un enfermo que no puede controlar su adicción.
· La tabla también constituye un medida idónea para evitar los problemas de salud pública derivados del tráfico de estupefacientes, tomando en consideración que en México, anteriormente las actividades preponderantes relacionadas con el narcotráfico, eran la producción de estupefacientes y la ruta geográfica para el paso y su consecuente distribución a otros países; sin embargo, en los últimos años se ha incrementado el consumo ilícito de las mismas y en consecuencia, el número de adictos, dado que las organizaciones criminales han aprovechado la venta al menudeo, promoviendo el consumo de drogas, principalmente entre los jóvenes.
· Por tanto la implementación de una tabla de dosis máximas para el consumo personal inmediato, constituye un medio apto para proteger la salud pública, por la amenaza que representa para la salud física, emocional y moral de los niños, jóvenes y adultos que habitan el país, al permitir que se posea alguna droga, en mayor cantidad a la prevista por el legislador, dado el incremento que se ha dado en el consumo de drogas y como consecuencia de ello el aumento en el número de personas adictas a ellas.
· Así también, para verificar si la medida es necesaria se requiere responder si ¿es correcto considerar delictiva la conducta del farmacodependiente que posee un narcótico en una cantidad que excede el parámetro de dosis máximas comprendidas en el artículo 479 de la Ley General de Salud?
· El Tribunal Pleno ha precisado que excluir la posibilidad de ser sometido a un proceso penal a todas las personas, que siendo farmacodependientes o no, posean para su estricto consumo personal narcóticos, constituye una medida tendente a no dar un trato discriminatorio. Lo cual no indica ni autoriza a que se les deje de someter a proceso penal a aquellas personas que también, siendo farmacodependientes o no, posean más de la cantidad que requieren para su estricto consumo personal.
· El legislador ordinario con el decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones legales, entre las que se encuentran los artículos 475, 476, 477 y 478 de la Ley General de Salud, estableció un marco diferenciado de regulación penal del delito contra la salud. El esquema de reestructura obedeció a la finalidad de hacer eficiente la labor del Estado en materia de combate al narcomenudeo a través de la corresponsabilidad del gobierno federal y de las entidades federativas para la prevención y el combate a la posesión, comercio y suministro de narcóticos; la tipificación y sanción de esas conductas delictivas; así como la determinación de mecanismos para el tratamiento médico y programas de prevención para farmacodependientes y no farmacodependientes.
· La reestructura legal generó dos ámbitos de punibilidad para el delito contra la salud, en sentido genérico, por una parte la correspondiente a la competencia originaria del fuero federal para conocer de los delitos con mayor impacto en esta materia, que se reflejan en el ámbito de conductas relacionadas con el narcotráfico, con especiales salvedades como acontece con la posesión simple de narcóticos, respecto de sustancias no consideradas como comprendidas en el marco de narcomenudeo; paralelamente se estableció el marco jurídico de regulación penal del esquema de narcomenudeo con las adiciones a la Ley General de Salud.
· Los segmentos divisibles de punición del delito contra la salud, obedecen necesariamente a establecer medidas que permitan atender de manera particular la problemática social que implica el narcomenudeo, ámbito en el que se encuentran inmersos los farmacodependientes y que requieren una especial atención.
· La limitación a las dosis máximas de consumo de narcóticos para el consumo personal e inmediato es una medida necesaria y no pugna con el derecho a la salud. La prevención y el tratamiento de las enfermedades y la lucha contra ellas exigen que se establezcan programas de prevención y educación para hacer frente a las preocupaciones de salud que guardan relación con el comportamiento y se promuevan los factores sociales determinantes de la buena salud, como la seguridad ambiental, la educación, el desarrollo económico y la igualdad de género.  De ahí que no sea punible la posesión para estricto uso personal de los narcóticos por parte de un enfermo farmacodependiente, porque de lo contrario se atentaría contra su derecho a la salud, ya que en nada se contribuye a su rehabilitación por el hecho de considerarse que es un delincuente.
· La limitación establecida en la tabla comprendida en el artículo 479 de la Ley General de Salud para las dosis máximas de consumo personal e inmediato obedece a objetivos legítimos perseguidos que fueron claramente justificados por el legislador, de los que se desprende la necesidad de promover el bienestar general de la sociedad democrática.
· El punto crucial entre la permisión de posesión de dosis de narcóticos para el consumo personal e inmediato es que no puede quedar sin limitación. Interpretar en este sentido la libertad personal del individuo implicaría hacer a un lado el derecho a la salud del conglomerado social al que tiene obligación de salvaguardar el Estado. La permisión indiscriminada constituiría un factor que lejos de atender a los objetivos del Poder Reformador, consistente en establecer medidas para el combate al narcomenudeo y atención al incremento de la población farmacodependiente, los colocaría en una situación claramente en desventaja frente a la obligación de protección del derecho a la salud y del bienestar social.

· Existe un marco de reconocimiento de la problemática, que encuentra una medida de solución al no contemplar como acción delictiva la conducta de farmacodependientes que posean narcóticos, en dosis que no excedan de las establecidas en la tabla cuestionada; la limitación tiene el objetivo de protección a la sociedad en general y no existe otra medida menos gravosa, que a pesar de reconocer la problemática de salud que implica la toxicomanía, debe existir un marco que limite la posesión de narcóticos.
· La necesidad de la medida, se justifica en el sentido de que es la más idónea para evitar que una cantidad superior a la considerada como dosis máxima, pueda llegar a manos de otras personas y con ello incentivar o propiciar la inducción al consumo de drogas. Dicha medida, la respaldó el legislador en las opiniones de especialistas para determinar las sustancias de mayor consumo que comprenden el marco de narcomenudeo y delimitar la cantidad de consumo permitido.
· En el sistema jurídico relacionado con la regulación normativa del delito contra la salud, se asumió la medida de sancionar conductas anteriores a la tentativa ―posesión simple― a fin de contrarrestar el fenómeno delictivo que implica el narcomenudeo.
· No puede tildarse que la medida no sea proporcional, porque los beneficios que aporta su adopción por parte del legislador lejos de colisionar con el reconocimiento de la problemática de salud que representa la farmacodependencia y la necesidad de las medidas para proporcionar atención médica a los enfermos de al adicción,  mantiene un marco de compatibilidad; por un lado, el estricto respecto al carácter de enfermo del farmacodependiente que requiere consumir por necesidad determinados narcóticos y el cumplimiento por parte del Estado de la protección de la salud de la sociedad, como medida de prevención a fin de evitar que un mayor número de miembros de la sociedad se coloque en la misma condición de afectación a la salud.
· En consecuencia, el artículo 479 de la Ley General de Salud, al cual remite el sistema de previsión penal de delitos contra la salud en la modalidad de narcomenudeo –artículos 475, 476, 477 y 478 del mismo ordenamiento legal–, analizado de acuerdo a un escrutinio cuidadoso de igualdad, no puede tildarse de violatorio de los artículos 1° y 4° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, respecto al establecimiento de dosis máximas de narcóticos que se estiman destinados para el estricto e inmediato consumo personal.
· En síntesis, la razonabilidad radica en que la determinación legal atiende a fines constitucionalmente válidos consistentes en respetar un ámbito acotado de libertad conferido a los farmacodependientes, así como eficientar el combate al narcomenudeo lo cual, constituye un propósito inmediato para alcanzar un fin aún de mayor trascendencia como es proteger la salud pública. Mientras que la necesidad obedece a evitar que una cantidad superior a la considerada como dosis máxima, pueda llegar a manos de otras personas y con ello incentivar o propiciar la inducción al consumo de drogas. Y es proporcional, porque los beneficios que aporta su adopción por parte del legislador representan un mayor beneficio en la protección de la sociedad en general, frente a la particular libertad del farmacodependiente, de quien no se restringe el consumo de las sustancias que requiere por el problema de salud que presenta, sino lo que se evita es que exista una posesión indiscriminada de narcóticos que ponga en peligro la salud de terceros, al implicar una puesta en peligro a la salud, en un marco de protección abstracta.

54. De lo expuesto, es evidente que los argumentos vertidos en la demanda de amparo, de la que deriva el presente recurso de revisión, con los que se pretende justificar el planteamiento de inconstitucionalidad de los artículos 477, 478 y 479 de la Ley General de Salud, por su inconvencionalidad con el artículo 3.4, inciso c), Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, encuentran respuesta en lo ya ponderado y analizado por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver los amparos en revisión de las que derivó la emisión de las jurisprudencias 1ª./J. 72/2010, 1ª./J. 73/2010 y 1ª./J. 74/2010.
55. En efecto, según lo argumentado por el quejoso, los artículos citados resultan inconvencionales, toda vez que no establecen la posibilidad de sustituir la pena de prisión por una medida alterna de seguridad, tal como lo dispone el artículo 3.4, inciso c), de la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, que a la letra dice (énfasis añadido):

Artículo 3.- DELITOS Y SANCIONES

[…]

4. […]

c) No obstante lo dispuesto en los incisos anteriores, en los casos apropiados de infracciones de carácter leve, las Partes podrán sustituir la declaración de culpabilidad o la condena por la aplicación de otras medidas tales como las de educación, rehabilitación o reinserción social, así como, cuando el delincuente sea un toxicómano, de tratamiento y postratamiento.
56. Al respecto, resulta de gran utilidad traer a colación lo previsto por la misma Convención de Naciones Unidas, en su artículo 3.2, que establece lo siguiente (énfasis añadido):

2. A reserva de sus principios constitucionales y de los conceptos fundamentales de su ordenamiento jurídico, cada una de las Partes adoptará las medidas que sean necesarias para tipificar como delitos penales conforme a su derecho interno, cuando se cometan intencionalmente, la posesión, la adquisición o el cultivo de estupefacientes o sustancias sicotrópicas para el consumo personal en contra de lo dispuesto en la Convención de 1961, en la Convención de 1961 en su forma enmendada o en el Convenio de 1971.
57. De la transcripción anterior se advierte que la Convención de las Naciones Unidas establece que la tipificación de los delitos de posesión, adquisición o cultivo de estupefacientes o sustancias sicotrópicas para el consumo personal, se hará por el Estado parte conforme a su derecho interno, es decir, será facultad del propio Estado la determinación de la forma en la que sancionará dichos ilícitos.
58. Así, los anteriores ilícitos se tipificarán y sancionarán por el Estado en los términos que defina su propio legislador, conforme a los principios constitucionales y conceptos fundamentales de su ordenamiento jurídico. En ese sentido, la determinación de lo que podría entenderse como infracción de carácter leve o no leve, será definido como tal por el legislador local en su derecho interno, atendiendo a las particularidades y problemáticas de cada Estado.
59. A partir del instrumento internacional referido, se desprende que el elemento que ha considerado relevante el recurrente para sustentar su impugnación de inconvencionalidad de los artículos 477, 478 y 479 de la Ley General de Salud, es el relativo a la definición de qué debe entenderse como “infracción de carácter leve” en materia de delitos contra la salud, para que surta aplicación la obligación de sustituir la declaratoria de culpabilidad o la condena por la aplicación de otras medidas.
60. Sin embargo, contrario a lo afirmado por el recurrente, esta Primera Sala advierte que este parámetro de lesividad que marca una diferencia entre los casos que deben ser excluidos de reproche jurídico penal y aquéllos por los que procede aplicar una sanción penal, está reflejado en el sistema jurídico nacional. Esto, porque en la construcción normativa del sistema de previsión penal de delitos contra la salud en la modalidad de narcomenudeo, contenido en la Ley General de Salud, se marca una clara diferencia entre las conductas de carácter leve y no leve, relacionadas con la posesión de narcóticos.
61. Así, la tabla establecida en el artículo 479 de la Ley General de Salud, que prevé las dosis máximas de narcóticos cuya posesión está permitida, bajo el supuesto de consumo personal de farmacodependientes; relacionado con la excluyente de delito comprendida en el artículo 478 del mismo ordenamiento jurídico, que se aplica para los farmacodependientes que posean una cantidad de narcótico que está dentro de los límites de permisión que regula la tabla; conforman los supuestos que el legislador ha catalogado como “infracciones leves”, que son compatibles con el artículo 3.4, inciso c), de la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas.
62. De manera que en aquellos casos que estén fuera de los supuestos enunciados en el párrafo anterior, entre los que se encuentra la posesión de narcóticos en cantidades superiores a las previstas en la tabla referida, aun cuando se trate por un farmacodependiente, no pueden considerarse violaciones leves al sistema de previsión penal de delitos contra la salud en la modalidad de narcomenudeo.
63. A lo anterior cabe agregar, que en los precedentes citados en la presente ejecutoria, esta Primera Sala ya se ha ocupado de revisar la razonabilidad jurídica que sustenta esta diferenciación legal entre supuestos de violación legal leve y los que están fuera de este parámetro, por los cuales se justifica la imposición de sanciones penales, a diferencia de los primeros en los que ésta se sustituye por la declaración de excluyente del delito y la aplicación de una medida de tratamiento para atender la farmacodependencia del individuo.
64. Lo anterior se advierte de las afirmaciones que al respecto ha realizado esta Primera Sala en el sentido de que la definición de las dosis máximas de narcóticos establecidas en la tabla citada—artículo 479 de la Ley General de Salud—, resultaba una medida racional para delimitar la cantidad de narcóticos que puede estar en posesión de una persona, farmacodependiente o consumidor, para presumirse que ello es para su estricto consumo personal. Además, cuando la cantidad del narcótico sobrepase los límites establecidos en la tabla, se podrá ejercer acción penal en contra del sujeto por configurar el delito contra la salud en la modalidad de narcomenudeo.
65. De las consideraciones anteriores, es posible afirmar que la disposición contenida en la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, en el sentido de que en caso de infracciones de carácter leve, se podrá sustituir la pena de prisión o la declaración de culpabilidad por otras medidas, es respetada por el sistema de previsión penal de delitos contra la salud en la modalidad de narcomenudeo.
66. Se afirma lo anterior en atención a que el artículo 478 de la Ley General de Salud, como ya se dijo, dispone que el Ministerio Público no ejercerá acción penal cuando el farmacodependiente o consumidor posea alguno de los narcóticos señalados en la Tabla prevista en el diverso precepto 479 del mismo ordenamiento, en igual o inferior cantidad a la ahí establecida. La previsión de la excluyente del delito contra la salud en la modalidad de narcomenudeo, demuestra la adopción por parte del legislador de un sistema de medida alterna al de la sanción privativa de la libertad, en los casos en que la cantidad del narcótico poseído no sea superior al permitido.
67. Ahora bien, la definición específica de las dosis máximas de los narcóticos permitidos para el estricto consumo personal, es una determinación legal que ya fue declarada como razonable por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al haber concluido que la misma atendía a fines constitucionalmente válidos consistentes en respetar un ámbito acotado de libertad conferido a los farmacodependientes, así como eficientar el combate al narcomenudeo, que constituye un propósito inmediato para alcanzar un fin aún de mayor trascendencia como es proteger la salud pública.
68. Afín de las razones expuestas en el presente apartado, esta Primera Sala considera que las normas jurídicas que integran el sistema de previsión penal de delitos contra la salud en la modalidad de narcomenudeo —artículos 475, 476, 477, 478 y 479 de la Ley General de Salud—, no contravienen lo dispuesto por el artículo 3.4, inciso c), de la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, por lo que resultan convencionales.
VI. DECISIÓN

69. En virtud de lo anterior, ante lo infundado de los argumentos contenidos en los agravios del recurrente, y dada la convencionalidad de los artículos 477, 478 y 479 de la Ley General de Salud, lo procedente es, en la materia de la revisión de este Alto Tribunal, confirmar la sentencia impugnada y negar el amparo solicitado. En consecuencia, esta Primera Sala

RESUELVE:

PRIMERO. En la materia de la revisión, se confirma la sentencia recurrida.
SEGUNDO. La justicia de la Unión no ampara ni protege a L. R. C. V. en contra de la autoridad y acto precisado en el apartado segundo de esta ejecutoria.
Notifíquese; con testimonio de esta ejecutoria, devuélvanse los autos relativos al lugar de su origen; y, en su oportunidad archívese el toca como asunto concluido.
Así, lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por mayoría de tres votos de los señores Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz (Ponente) y Jorge Mario Pardo Rebolledo, en contra del emitido por el Ministro Presidente Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien se reserva el derecho a formular voto particular. Ausente la Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas.

Firman el Presidente de la Sala y el Ministro Ponente, con el Secretario de Acuerdos, quien autoriza y da fe.

PRESIDENTE:

MINISTRO ALFREDO GUTIÉRREZ ORTIZ MENA
PONENTE:

MINISTRO JOSÉ RAMÓN COSSÍO DÍAZ

EL SECRETARIO DE ACUERDOS

DE LA PRIMERA SALA:

LIC. HERIBERTO PÉREZ REYES

En términos de lo previsto en los artículos 3°, fracción II, 13, 14 y 18 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.
JVSV/CRG
� Tesis emitida por la Segunda Sala, que establece lo siguiente: “El artículo � HYPERLINK "javascript:AbrirModal(1)" �86 de la Ley de Amparo� establece que el plazo para interponer el recurso de revisión es de 10 días, contados desde el siguiente al en que surta efectos la notificación de la resolución recurrida; punto de partida que es acorde con el diverso � HYPERLINK "javascript:AbrirModal(2)" �24, fracción I�, de la misma ley, donde se precisan las reglas para el cómputo de los términos en el juicio de amparo destacándose, además, que en ellos se incluirá el día del vencimiento. De esta manera, la interpretación de ambos preceptos permite concluir que, al fijar un plazo para la interposición del recurso, el legislador quiso establecer un límite temporal a las partes para ejercer su derecho de revisión de las resoluciones dictadas dentro del juicio de amparo, a fin de generar seguridad jurídica respecto a la firmeza de esas decisiones jurisdiccionales; sin embargo, las referidas normas no prohíben que pueda interponerse dicho recurso antes de que inicie el cómputo del plazo, debido a que esa anticipación no infringe ni sobrepasa el término previsto en la ley.”


Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIII, octubre de 2012, Tomo 3, p. 2037.


Precedente: Amparo directo en revisión 2425/2012. **********. 12 de septiembre de 2012. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos.


� Se trata de las reglas establecidas en la fracción IX, del artículo 107 de la Constitución Federal; la fracción II, del artículo 81 de la Ley de Amparo, y la fracción III, del artículo 10 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en donde se señala que para que un recurso interpuesto contra las sentencias dictadas por los Tribunales Colegiados de Circuito en los amparos directos sea procedente, es necesario que las mismas decidan sobre la inconstitucionalidad de normas legales o establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución Federal, o bien que dichas resoluciones omitan hacer un pronunciamiento al respecto, cuando se hubieran planteado en la demanda. Además, es necesario que la cuestión de constitucionalidad tenga la potencialidad de llevar a la fijación de un criterio de importancia y trascendencia. Estos requisitos de procedencia han sido interpretados y clarificados en numerosas tesis jurisprudenciales y aisladas de esta Suprema Corte y desarrollados normativamente por el Acuerdo Plenario 5/1999, el cual detalla los criterios de identificación de los asuntos que la Corte estimará importantes y trascendentes, y que tienen en cuenta la factura de los agravios, y la existencia o inexistencia de criterios sobre el tema ya sentados por la Corte con anterioridad.


� Tesis publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Primera Sala, tomo XXXIII, febrero de 2011, materia penal, p. 437.


� Tesis publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Primera Sala, tomo XXXIII, febrero de 2011, materia penal, p. 471.


� Tesis publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Primera Sala, tomo XXXIII, febrero de 2011, materia penal, p. 368.


� Los criterios jurisprudenciales derivan de la resolución de los amparos en revisión 416/2010, 571/2010, 579/2010, 581/2010, 628/2010, 563/2010, 577/2010, 557/2010, 505/2010, 576/2010, 597/2010, 466/2010, 467/2010 y 493/2010, fallados en sesión de 8 de septiembre de dos mil diez, por mayoría de cuatro votos de los señores Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez Cordero de García Villegas, en contra del voto emitido por el señor Ministro José de Jesús Gudiño Pelayo.


� Tesis publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Primea Sala, libro IX, agosto de 2012, Tomo 1, materia penal, p. 341. La contradicción de tesis se resolvió en sesión de 29 de febrero de 2012. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por lo que se refiere a la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: José Díaz de León Cruz.


� “Artículo 199. Al farmacodependiente que posea para su estricto consumo personal algún narcótico de los señalados en el artículo 193 no se le aplicará pena alguna. El Ministerio Público o la autoridad judicial del conocimiento, tan pronto como se enteren en algún procedimiento de que una persona relacionada con él es farmacodependiente, deberán informar de inmediato a las autoridades sanitarias, para los efectos del tratamiento que corresponda.


Todo procesado o sentenciado que sea farmacodependiente quedará sujeto a tratamiento.


Para la concesión de la condena condicional o del beneficio de la libertad preparatoria, cuando procedan, no se considerará como antecedente de mala conducta el relativo a la farmacodependencia, pero sí se exigirá en todo caso que el sentenciado se someta al tratamiento adecuado para su curación bajo vigilancia de la autoridad ejecutora”.


� En apego al criterio del Tribunal Pleno, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitió la jurisprudencia 1a./J. 130/2009, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XXXI, marzo de 2010, materia penal, p. 312. El rubro de la tesis es el siguiente: 


FARMACODEPENDENCIA. AL CONSTITUIR UNA EXCLUYENTE DEL DELITO, EL JUEZ PUEDE PRONUNCIARSE AL RESPECTO EN EL AUTO DE TÉRMINO CONSTITUCIONAL, SIN TENER QUE ESPERAR HASTA EL DICTADO DE LA SENTENCIA DEFINITIVA (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 20 DE AGOSTO DE 2009).
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